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Sobre:  

Daños y Perjuicios 

Panel integrado por su presidenta, la Jueza Domínguez Irizarry1, la 

Jueza Martínez Cordero y el Juez Cruz Hiraldo.  
 

Martínez Cordero, jueza ponente 

 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 25 de agosto de 2025. 

Comparece Sabrina Negrón Cruz (señora Negrón Cruz) y 

Maritza Cruz Ortiz (señora Cruz Ortiz) (en conjunto, parte apelante) 

mediante un Recurso de Apelación,  para solicitarnos la revisión de 

la Sentencia final, emitida el 14 de mayo de 2025 y notificada el día 

16, del mismo mes y año, por el Tribunal de Primera Instancia, Sala 

Superior de Caguas.2 Mediante la referida sentencia, el foro primario 

declaró Ha Lugar una Moción de desestimación presentada por la 

parte apelada del título y, en consecuencia, desestimó la demanda 

incoada por la parte apelante, sin perjuicio. 

Por los fundamentos que expondremos, se revoca la Sentencia 

apelada.   

I 

 

De entrada, subrayamos que esta es la segunda ocasión que 

este Tribunal atiende un recurso relacionado a la acción del título, 

 
1 Mediante la Orden Administrativa OATA-2025-126 del 8 de julio de 2025, se 

designó a la Hon. Ivelisse M. Domínguez Irizarry en sustitución del Hon. Abelardo 

Bermúdez Torres, por este haber dejado de ejercer funciones como Juez del 
Tribunal de Apelaciones. 
2 Sistema Unificado de Manejo y Administración de Casos del Tribunal de Primera 

Instancia (SUMAC TPI), a la Entrada Núm. 77. 
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siendo el primero un auto de certiorari, en el cual se solicitó la 

revisión de una Orden, notificada por el foro primario el 24 de 

septiembre de 2024.3 En consideración a lo anterior, en esta 

ocasión, nos limitaremos a mencionar los hechos relevantes para la 

disposición de este recurso.  

Surge de los autos, que el 16 de marzo de 2023, la parte 

apelante presentó una demanda sobre daños y perjuicios en contra 

de Ivonne López De Victoria (señora López De Victoria), Julián 

Vázquez Pérez y la Sociedad Legal de Gananciales compuesta por 

ambos (en conjunto, parte apelada),4 así como otras partes 

desconocidas.5 En el pliego, reseñó que, el 30 de marzo de 2022, 

alrededor de las 4:40 p.m., la señora Negrón Cruz se encontraba 

transitando por la Carretera número 52, kilómetro 25.2, de Caguas, 

Puerto Rico, cuando fue impactada por la parte lateral izquierda de 

su vehículo, por la señora López De Victoria. Alegó que el accidente 

se debió única y exclusivamente a la negligencia de esta última. 

Indicó, además, que, a raíz del referido accidente, la señora Negrón 

Cruz sufrió múltiples lesiones, por las cuales tuvo que recibir 

tratamiento médico. Igualmente, adujo que, como consecuencia de 

este accidente, la señora Negrón Cruz padeció y continúa 

padeciendo angustias mentales y emocionales. 

A tenor con lo anterior, la parte apelante reclamó una suma 

de cien mil ($100,000.00) dólares por los daños físicos y las 

 
3 Véase el alfanumérico KLCE202401135. Véase, además, SUMAC TPI, a la 

Entrada Núm. 57. En esta orden, el tribunal a quo declaró No Ha Lugar la 

extensión al descubrimiento de prueba solicitada por la parte apelada del título. 

Conviene mencionar, que este Tribunal convino en desestimar este recurso de 

certiorari por falta de jurisdicción.   
4 Puntualizamos que, mediante Sentencia Parcial, notificada el 26 de agosto de 

2024, el tribunal de instancia desestimó con perjuicio la demanda en contra de la 
Sociedad de Gananciales presuntamente compuesta por la parte apelada, puesto 

a que se probó que estos no estaban casados. Véase, SUMAC TPI, a la Entrada 

Núm. 48. 
5 SUMAC TPI, a la Entrada Núm. 1. Esta demanda, posteriormente. se enmendó 

para sustituir a una de las partes codemandadas desconocidas por la Cooperativa 
de Seguros Múltiples de Puerto Rico (Cooperativa). Véase, SUMAC TPI, a la 

Entrada Núm. 29. Empero, mediante Sentencia Parcial, notificada el 23 de octubre 

de 2024, se desestimó con perjuicio toda causa de acción en su contra. Véase, 

SUMAC TPI, a la Entrada Núm. 65.    
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angustias mentales sufridas por la señora Negrón Cruz, y una suma 

de cinco mil ($5,000.00) dólares por los gastos médicos incurridos a 

la fecha, para una total de ciento cinco mil ($105,000.00) dólares, 

los cuales no excluían ni daban por renunciados los gastos médicos 

que aún se habrían de incurrir a consecuencia del accidente. Por 

otro lado, la parte apelante arguyó que la señora Cruz Ortiz, madre 

de la señora Negrón Cruz, también sufrió angustias mentales a 

causa del accidente, las cuales ascendían a setenta y cinco mil 

($75,000.00) dólares. Asimismo, reseñó que la señora Cruz Ortiz 

sobrellevó daños por concepto de pérdida económica, al llevar a cabo 

el saldo del préstamo del vehículo objeto del accidente, los cuales 

ascendían a cinco mil ($5,000.00) dólares.  

En respuesta, el 10 de agosto de 2023, la parte apelada 

presentó Contestación a demanda.6 En el escrito, esencialmente, 

negó todas las alegaciones de la demanda. 

Tras varios trámites procesales, los cuales incluyeron, pero no 

se limitaron, a la conclusión del descubrimiento de prueba,7 y la 

celebración de la conferencia con antelación a juicio,8 el 14 de marzo 

de 2025, la parte apelada presentó una Moción de Desestimación.9 

En esta, alegó que, al evaluar la prueba, notó que existían dos (2) 

Informes de Choque de Tránsito redactados por el Agente Carlos 

Quiñones Báez, con fecha del 30 de marzo de 2022. En el primero,10  

se relataba el accidente objeto de este caso, mientras que, en el 

segundo,11 se relataba otro accidente ocurrido con cinco (5) minutos 

de diferencia del primero, y el cual fue ocasionado por el señor 

Pichardo Reynoso Olivento (señor Reynoso Olivento). La parte 

apelada, acentuó que, en ambos informes, se expresó que la señora 

López De Victoria sostuvo una contusión en el cuello. En 

 
6 SUMAC TPI, a la Entrada Núm. 13.  
7 Íd., a la Entrada Núm. 57.  
8 Íd., a la Entrada Núm. 63. 
9 Íd., a la Entrada Núm. 70. 
10 Íd., a la Entrada Núm. 70, Anejo A. 
11 Íd., a la Entrada Núm. 70, Anejo B. 
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consideración a lo expuesto, arguyó que, para que el tribunal 

pudiera tener ante sí toda la prueba necesaria, y para poder emitir 

una determinación justa y razonable, era necesario incluir al señor 

Reynoso Olivento en el pleito, así como a Technical Fire Service, 

quien era el titular registral del vehículo que ocasionó el segundo 

accidente. A tenor, la parte apelada solicitó que se desestimara el 

pleito en su contra por falta de parte indispensable.  

En reacción, el 7 de abril de 2025, la parte apelante presentó 

un escrito en oposición a la desestimación.12 En el mismo, planteó 

que su demanda no debía desestimarse, puesto a que, según la 

jurisprudencia vigente, lo que procedía era descontar de la 

indemnización, la porción de responsabilidad que, en su día, el 

tribunal determinara que correspondería a la parte que no se 

demandó a tiempo. Esto, particularmente, puesto a que, ambos 

accidentes, ocurrieron en marzo de 2022, de manera que, la causa 

de acción contra el señor Reynoso Olivento y Technical Fire Service 

podría estar prescrita. Sobre este particular, acentuó que el Tribunal 

Supremo ha razonado que, cuando varias personas son cocausantes 

de un daño, el perjudicado debe interrumpir el término prescriptivo 

con respecto a cada una de ellas. A tenor, peticionó al tribunal de 

instancia que declarara sin lugar la moción de desestimación 

presentada por la parta apelada.  

Evaluados los escritos, el 16 de mayo de 2025, el tribunal a 

quo notificó la Sentencia final que nos ocupa.13 Mediante este 

dictamen, el referido foro declaró Ha Lugar la moción de 

desestimación presentada por la parte apelada. El tribunal concluyó 

que, según la prueba documental presentada, la cual no fue 

refutada, se desprendía claramente que el señor Reynoso Olivento y 

Technical Fire Service ocasionaron posibles daños a la parte 

 
12 SUMAC TPI, a la Entrada Núm. 76. 
13 Íd., a la Entrada Núm. 77. 
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apelante el mismo día de los hechos objeto de la acción del título. 

Así, pues, el foro primario razonó que continuar la presente 

reclamación, sin la participación de todos los involucrados, privaba 

al tribunal de poder emitir un remedio. En cuanto a la alegación de 

que las partes involucradas en el segundo accidente eran, junto a la 

parte apelada, solidariamente responsables de los daños reclamados 

por la parte apelante, acentuó que, en nuestro ordenamiento 

jurídico, la solidaridad no se presume. Al amparo de lo expuesto, el 

foro primario decretó la desestimación, sin perjuicio, de la acción del 

título.  

Inconforme, el 22 de mayo de 2025, la parte apelante presentó 

una Moción [en] reconsideración de sentencia.14 En el escrito, planteó 

que, si no hubiese recibido el primer impacto de parte de la señora 

López De Victoria, no hubiese sufrido un segundo impacto en la 

parte trasera de su automóvil por el señor Reynoso Olivento. 

Establecido lo anterior, razonó que el segundo accidente fue una 

causa interventora previsible del primero. Así, pues, acentuó que, en 

nuestro ordenamiento jurídico, se ha establecido que es solidaria la 

responsabilidad producto de conductas torticeras de varios 

cocausantes negligentes, por lo que nada le impedía que eligiera 

contra quién de las personas involucradas dirigir su reclamación. 

Por otro lado, alegó que, en este caso, no era de aplicación la defensa 

de parte indispensable, dado a que el señor Reynoso Olivento y 

Technical Fire Service no iban a ver afectados sus derechos por no 

haber sido acumulados en el presente caso. A tenor, le suplicó al 

foro primario que reconsiderara su sentencia.  

Examinado el escrito, el tribunal declaró No Ha Lugar la 

reconsideración.15  

 
14 SUMAC TPI, a la Entrada Núm. 78.  
15 SUMAC TPI, a la Entrada Núm. 79.  
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Aun en desacuerdo con el curso decisorio, el 27 de junio de 

2025, la parte apelante acudió ante esta Curia mediante el recurso 

de marras, y esgrimió la comisión de los siguientes tres (3) errores 

por parte del foro primario:  

a. PRIMER ERROR: Erró el Tribunal de Primera Instancia 

al declarar con lugar la moción de desestimación al 

amparo de la Regla 10.2 (6) de Procedimiento Civil, por el 

fundamento de falta de parte indispensable sin cuya 

presencia no pueda adjudicarse el pleito, interpretando y 

aplicando restrictivamente la precitada defensa, y 

desestimando la presente causa de acción. 

 

b. SEGUNDO ERROR: Erró el Tribunal de Primera 

Instancia al no reconocer la doctrina de solidaridad 

imperfecta o “In solidum”, que surge cuando son varios 

los co-causantes de un daño extracontractual, que se 

distingue de la solidaridad perfecta que nace de un 

acuerdo o por disposición de ley, y que permite que el 

perjudicado pueda elegir demandar a uno, varios o todos 

los responsables del daño, y pueda exigir el pago total de 

la indemnización a cualquiera de ellos. 

 

c. TERCER ERROR[:] Erró el Tribunal de Primera Instancia 

al desestimar la presente causa de acción existiendo una 

reclamación válida, unos daños físicos, emocionales y 

materiales reales que sufrió la Apelante-Demandante, 

por culpa de la conducta negligente y manera temeraria 

que conducía la Apelada-Demandada un vehículo de 

motor. 

 

El 11 de agosto de 2025, compareció la parte apelada 

mediante Alegato en oposición a recurso apelativo. Con el beneficio 

de la comparecencia de las partes procederemos a disponer del 

presente recurso.   

II 

 

A. Desestimación por Falta de parte indispensable  

La Regla 10.2 de Procedimiento Civil regula la presentación de 

defensas y objeciones a una reclamación judicial.16 La moción de 

desestimación al amparo de esta regla es una defensa especial que 

formula el demandado, en la cual solicita que se desestime la 

 
16 32 LPRA Ap. V, R. 10.2. 
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demanda presentada en su contra, aun sin necesidad de formular 

una alegación previa.17 En específico, la regla establece que: 

Toda defensa de hechos o de derecho contra una reclamación 
se expondrá en la alegación responsiva excepto que, a opción 
de la parte que alega, las siguientes defensas pueden hacerse 
mediante una moción debidamente fundamentada:  
 
(1) falta de jurisdicción sobre la materia; 

 

(2) falta de jurisdicción sobre la persona;  

 
(3) insuficiencia del emplazamiento;  

 

(4) insuficiencia del diligenciamiento del emplazamiento; 

 
(5) dejar de exponer una reclamación que justifique la 

concesión de un remedio; 

 
(6) dejar de acumular una parte indispensable.18 

 

Sabido es que se considera parte indispensable aquella que 

tenga un interés común, “sin cuya presencia no pueda adjudicarse 

la controversia”.19 Entiéndase que, esta es una parte de la cual no 

se puede prescindir, y cuyo interés en el asunto es de tal magnitud 

que no puede dictarse un decreto final sin lesionar y afectar 

sustancialmente sus derechos, o sin permitir que la controversia 

quede, en tal estado, que su determinación final sea inconsistente 

con la equidad.20 Así, pues, para que una parte sea indispensable, 

será necesario que su interés sea real e inmediato. De manera que 

su interés en el pleito no puede ser una mera especulación o un 

interés futuro.21   

En mérito de lo anterior, resulta importante determinar si el 

tribunal podrá hacer justicia y conceder un remedio final y completo 

sin afectar los intereses del ausente.22 Por ello, si la persona que se 

considera parte indispensable no está presente en el litigio, se 

 
17 Aut. Tierras v. Moreno & Ruiz Dev. Corp., 174 DPR 409, 428 (2008); Colón v. 
Lotería, 167 DPR 625, 649 (2006).        
18 Regla 10. 2 de Procedimiento Civil, supra. 
19 Regla 16 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 16.1. 
20 FCPR v. ELA et al., 211 DPR 521, 531 (2023), citando a Cirino González v. Adm. 
Corrección et al., 190 DPR 14, 46 (2014); García Colón et al. v. Sucn. González, 178 

DPR 527, 548 (2010). 
21 Pérez Rosa v. Morales Rosado, 172 DPR 216, 223 (2007). 
22 Romero v. S.L.G. Reyes, 164 DPR 721, 733 (2005). 
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trasgrede su debido proceso de ley. 23 A tenor, nuestro Alto Foro ha 

expresado que “lo verdaderamente trascendental es que la ausencia 

de parte indispensable priva de jurisdicción al tribunal.24 Conforme 

a ello, la sentencia que se emita en ausencia de parte indispensable 

es nula.25  

Acorde con lo antes expuesto, la omisión o no acumulación de 

partes indispensables constituye una defensa para la parte contra 

quien se reclama y puede ser fundamento para una moción de 

desestimación.26 Por otro lado, es menester subrayar que, de tal 

arraigo es el interés de proteger a las partes indispensables que la 

no inclusión en el pleito de una parte indispensable constituye una 

defensa irrenunciable, la cual puede presentarse en cualquier 

momento durante el proceso.27   

B. La Solidaridad Impropia u Obligación In Solidum 

Hace ya un tiempo, nuestro Tribunal Supremo rechazó 

extender la presunción de mancomunidad que el ordenamiento 

jurídico civil estableció para las obligaciones contractuales a la 

responsabilidad civil extracontractual.28 Así, pues, desde comienzos 

del siglo pasado, nuestro Alto Foro estableció que “cuando un 

accidente es causado por la culpa o negligencia concurrente de dos 

o más personas, cada una de ellas es responsable por todo el 

daño”.29 En otras palabras, los cocausantes de un daño responden 

frente al perjudicado de manera solidaria.30 Ahora bien, la 

solidaridad que opera en las obligaciones extracontractuales es una 

impropia, es decir, una obligación in solidum.31  

 
23 Rivera Marrero v. Santiago Martínez, 203 DPR 462, 479 (2019). 
24 FCPR v. ELA et al., supra, a la pág. 532; García Colón et al. v. Sucn. González, 

supra, a la pág. 550. 
25 FCPR v. ELA et al., supra, a la pág. 532; García Colón et al. v. Sucn. González, 

supra, a la pág. 550. 
26 Regla 10. 2(6) de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 10.2.  
27 Pérez Rosa v. Morales Rosado, supra, a la pág. 223. 
28 Maldonado Rivera v. Suarez, 195 DPR 182, 195 (2016). 
29 Íd.; Cruz et al. v. Frau, 31 DPR 92 (1922).  
30 Rivera v. Great Am. Indemnity Co., 70 DPR 825, 828 (1950). 
31 Fraguada Bonilla v. Hosp. Aux. Mutuo, 186 DPR 365, 389 (2012). 
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En lo que respecta a este tipo de obligaciones, es menester 

resaltar que, en estas, están presentes los efectos primarios de la 

solidaridad, pero no los secundarios.32 Así, pues, cada cocausante 

está obligado, sin importar su grado de culpa o por ciento de 

responsabilidad, a indemnizar íntegramente al perjudicado.33 A su 

vez, el pago de la deuda por cualquiera de los implicados liberará al 

resto de los cocausantes de su obligación frente al perjudicado.34 

Ahora bien, el hecho de que no operen los efectos secundarios de la 

solidaridad en una obligación in solidum implica que el término 

prescriptivo para ejercitar la acción civil tiene que ser interrumpido 

individualmente, con respecto a cada cocausante.35  

Por otra parte, es menester acentuar que, tanto en la 

solidaridad propia como en la impropia, se reconoce entre los 

cocausantes una relación interna, en la cual se presupone que cada 

uno debe responder en acorde a su grado de responsalidad en el 

daño.36 En consecuencia, se le ha reconocido al cocausante que 

indemniza al perjudicado en una porción mayor a su grado de culpa 

una acción de nivelación, mediante la cual puede solicitar que el 

resto de los implicados le compense por lo que pagó en exceso.37  

Sobre este particular, es preciso destacar que el Tribunal Supremo 

ha permitido el uso de la demanda contra tercero como mecanismo 

procesal para traer al pleito a un presunto cocausante y hacer viable 

una potencial acción de nivelación, contingente al resultado de la 

demanda.38 Empero, para poder traer al caso a un tercero demando 

por razón de una acción de nivelación contingente, es necesario que 

la causa de acción contra el tercero no esté prescrita.39  

 
32 Maldonado Rivera v. Suarez, supra, a la pág. 200.  
33 Íd. 
34 Íd. 
35 Fraguada Bonilla v. Hosp. Aux. Mutuo, supra, a la pág. 389. 
36 Maldonado Rivera v. Suarez, supra, a la pág. 204. 
37 Rodríguez et al. v. Hospital et al., 186 DPR 889, 900-901 (2012). 
38 Security Ins. Co. v. Tribunal Superior, 101 DPR 191, 198 (1973). 
39 Maldonado Rivera v. Suarez, supra, a la pág. 205. 
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No obstante, lo anterior, si la causa de acción en contra del 

tercero estuviera prescrita, y, después de celebrado el juicio, se 

concluye que el presunto cocausante en efecto contribuyó a causar 

el daño, lo que procederá es descontar de la indemnización del 

perjudicado el porciento de responsabilidad que se le atribuya al 

cocausante sobre el cual no hay jurisdicción por prescripción.40 

Esto, como castigo al perjudicado por su falta de diligencia, al no 

interrumpir el término prescriptivo cuando estaba en posición de 

hacerlo.41  

III 

En el recurso de apelación ante nuestra consideración, la 

parte apelante plantea en su primer y tercer señalamiento de error 

que el foro de instancia incidió al haber desestimado su causa de 

acción, al amparo de la Regla 10.2(6) de Procedimiento Civil,42 por 

falta de parte indispensable, puesto a que tiene una reclamación 

válida de daños físicos, emocionales y materiales, sufridos como 

consecuencia de la conducta negligente y temeraria de la parte 

apelada. Por otro lado, en su segundo señalamiento de error, nos 

invita a concluir que el tribunal de instancia incidió al no reconocer, 

en este caso, la doctrina de solidaridad imperfecta. Por estar los 

referidos señalamientos íntimamente relacionados, los atenderemos 

de manera conjunta.  

Según relatamos, la acción del título tuvo sus inicios cuando 

la parte apelante presentó una reclamación, en contra de la parte 

apelada por daños y perjuicios presuntamente sufridos, a 

consecuencia de un accidente vehicular, ocurrido el 30 de marzo de 

2022.  

Luego de varias incidencias procesales innecesarias de 

pormenorizar, la parte apelada presentó una Moción de 

 
40 Maldonado Rivera v. Suarez, supra, a la pág. 212.  
41 Íd. 
42 32 LPRA Ap. V, R. 10.2. 
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desestimación en la cual reseñó que, de la prueba presentada en 

autos, surgían dos (2) informes de accidente vehicular del 30 de 

marzo de 2022, siendo el primero del accidente objeto de la demanda 

que nos ocupa y, el segundo, de un accidente ocurrido con cinco (5) 

minutos de diferencia, ocasionado por señor Reynoso Olivento. Así, 

pues, la parte apelada planteó que para que el tribunal pudiese 

emitir una determinación, era necesario incluir en el pleito al señor 

Reynoso Olivento y a Technical Fire Service, titular registral del 

vehículo que ocasionó el segundo accidente. A tenor, arguyó que 

procedía desestimar el pleito por falta de parte indispensable. 

En respuesta, la parte apelante presentó un escrito de 

oposición en el que, no negó que el señor Reynoso Olivento y 

Technical Fire Service fuesen indispensables. Sin embargo, planteó, 

entre otras cosas, que, cuando dos (2) o más personas ocasionan un 

daño, su responsabilidad frente al perjudicado es solidaria. Así, 

pues, arguyó que tenía la potestad de presentar su causa acción en 

contra de cualesquiera de los cocausantes de los daños y perjuicios 

reclamados.  

Evaluados ambos escritos, mediante la Sentencia que nos 

ocupa, es de ver que el foro primario desestimó la acción de título 

por falta de partes indispensables. En desacuerdo con el curso 

decisorio, la parte apelante solicitó reconsideración, la cual fue 

declarada No Ha Lugar. 

Según expusimos en nuestra previa exposición doctrinal, una 

parte indispensable es aquella sin cuya presencia no puede 

adjudicarse la controversia, ya que su interés en el pleito es de tal 

magnitud que no se puede emitir una determinación sin afectar los 

derechos de las partes.43 Tras examinar los autos, coincidimos en 

que, tanto el señor Reynoso Olivento como Technical Fire Service 

 
43 Regla 16 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 16.1; CPR v. ELA et al., 
supra, a la pág. 531.  
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pudiesen ser cocausantes de los daños reclamados por la parte 

apelada, dado a que el accidente ocasionado por el señor Reynoso 

Olivento, ocurrió en el mismo lugar que el accidente objeto de la 

acción del título, con tan solo minutos de diferencia. Además, surge, 

de ambos informes de accidente de tránsito, que la señora López De 

Victoria sostuvo una contusión en el cuello. Con todo, no es correcta 

la conclusión arribada por el foro de instancia en el sentido de que 

lo anterior tuviese el resultado de que faltaran partes indispensables 

en este caso. Por otro lado, tampoco es correcta la aseveración que 

realizó el tribunal de instancia, en la Sentencia que nos ocupa, de 

que entre dos (2) o más cocausantes de un daño no opera la 

solidaridad. Veamos.  

Conforme subrayamos, anteriormente, ya hace un tiempo 

nuestro Alto Foro se negó a extender, a la responsabilidad 

extracontractual, la presunción de mancomunidad aplicable a las 

obligaciones contractuales.44 A tenor, nuestro Tribunal Supremo 

estableció que los cocausantes de un daño responden de manera 

solidaria frente al perjudicado.45 Sin embargo, según subraya la 

parte apelante, en su escrito de apelación, la solidaridad que opera 

a estos casos es una imperfecta.46 En otras palabras, in solidum.47 

Quiérase decir que, el perjudicado tiene que interrumpir el término 

prescriptivo para cada uno de los cocausantes del daño, de manera 

individual.48 Por ende, la acción presentada contra uno de los 

cocausantes no interrumpirá el término prescriptivo en cuanto al 

resto.49  

No obstante, lo anterior, al igual que en la solidaridad 

perfecta, en la impropia, cada cocausante del daño está obligado, 

sin importar su grado de culpa, a indemnizar íntegramente al 

 
44 Maldonado Rivera v. Suarez, supra, a la pág. 195. 
45 Rivera v. Great Am. Indemnity Co., supra, a la pág. 828. 
46  Fraguada Bonilla v. Hosp. Aux. Mutuo, supra, a la pág. 389.   
47 Íd. 
48 Íd. 
49 Íd. 
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perjudicado.50 De modo que, el pago de la suma determinada por el 

tribunal, por cualquiera de los cocausantes, libera al resto de su 

obligación frente al perjudicado.51 Así, pues, si solo se trae al pleito 

a algunos de los cocausantes, pero la acción no está prescrita en 

cuanto a los que no se han incluido, estos se podrán traer al pleito 

mediante una demanda contra tercero, a través de la cual se solicite 

una potencial acción de nivelación, contingente al resultado de la 

demanda.52  

Establecido lo anterior, este Panel concluye que el tribunal a 

quo incidió al desestimar la acción del título por falta de parte 

indispensable. Ello, puesto a que, no era necesaria la presencia del 

señor Reynoso Olivento y de Technical Fire Service para disponer 

del pleito. Esto, dado a que el carácter solidario de las reclamaciones 

extracontractuales le permitía a la parte apelante elegir contra 

quiénes de los causantes dirigir su reclamación. Según expusimos, 

cada cocausante de un daño, sin importar su grado de culpa, es 

responsable de indemnizar íntegramente al perjudicado. 

En vista de lo antes expuesto, así como en consideración a la 

política pública a favor de que los casos se ventilen en los méritos, 

nos es forzoso concluir que, procede revocar la Sentencia ante 

nuestra consideración, para que, así, se restablezca la causa de 

acción interpuesta por la parte apelante. En consecuencia, 

disponemos que los errores esgrimidos por la parte apelante se 

cometieron. 

IV 

Por los fundamentos que anteceden, se revoca la Sentencia 

apelada. A tenor, se restablece la causa de acción interpuesta por la 

parte apelante, y se devuelve el caso al tribunal de primera instancia 

 
50 Maldonado Rivera v. Suarez, supra, a la pág. 200.  
51 Íd.  
52 Security Ins. Co. v. Tribunal Superior, supra, a la pág.198. 
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para la continuación de los procedimientos en armonía con lo antes 

expuesto. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

  

 

  

Lcda.  Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones  


